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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de junio del año 2009,  dos mil nueve. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 161/2008-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo promovido por la ciudadana CELINA HERNÁNDEZ GONZÁLEZ, en contra del Tesorero Municipal y de la Directora General de Ingresos, ambos  de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que realizando un análisis integral a la demanda de nulidad y de su aclaración, se advierte que el actor impugna el procedimiento de valuación por falta de orden valuación, la designación de perito y la notificación del avalúo y también impugna actos del procedimiento coactivo de ejecución, como lo son el requerimiento de pago del impuesto predial de fecha 2 dos de junio del 2008 dos mil ocho, por concepto de impuesto predial, recargos, gastos de ejecución, honorarios de avalúo y el acta de notificación del requerimiento de pago. La existencia de dichos actos se acredita con las constancias que obran en autos y con el reconocimiento que hacen en la contestación de la demanda, respectivamente, el Tesorero Municipal del Avalúo y la Directora General de Ingresos sobre el requerimiento de pago. Respecto al estudio integral de la demanda, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo: I, Primera Parte, Julio a Diciembre de 1988; visible a página 167, bajo el rubro siguiente: “ACTO RECLAMADO, ESTUDIO INTEGRAL DE LA DEMANDA DE AMPARO PARA DETERMINAR EL. No obstante que algún acto propuesto como materia del amparo no se incluya en el apartado de la demanda referente a los actos reclamados, atento al criterio de esta Suprema Corte de Justicia, si del análisis integral del escrito de la demanda se llega al conocimiento de que, aunque no de manera formal, en capítulo especial, dentro de los conceptos de violación se señala dicho acto como lesivo de garantías individuales, resulta correcto el estudio que se haga de la constitucionalidad del mismo, teniéndolo como acto reclamado, en virtud de que la demanda debe contemplarse como un todo.” . . . . . . .  . . . . . . . .
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Las autoridades demandas aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción I del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, ya que el actor no demuestra que se afecten sus intereses jurídicos, pues de las manifestaciones que expresa como conceptos de impugnación no se desprende ningún razonamiento lógico jurídico tendente a demostrar que el acto que les demanda le causa perjuicio alguno en sus derechos subjetivos. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de las razones expuestas en el considerando siguiente. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 

Anta la ineficacia de esta causal y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación formulado en la demanda. . . . . .  . . . . . . . 

CUARTO.- Que la actora en el primer concepto de impugnación en esencia aduce que la base para fijar el pago del impuesto predial y anexidades debe realizarse conforme a un peritaje  y que este será acorde a los dispuesto por el artículo 162 fracción II de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que la citada Ley señala el procedimiento que se deberá seguir para la realización del avalúo, lo que sirve de base para determinar el impuesto predial, que esos requisitos los contempla el numeral 176, que en el caso dejo de cumplirse dicho ordenamiento al no apegarse a dicho artículo; que las formalidades incumplidas son 1.- Falta de emisión de orden por escrito del Tesoro Municipal; 2.- Designación de perito o peritos para la que práctica del avalúo; 3.- La Notificación al contribuyente; 4.- Conceder un plazo de treinta días para formular aclaraciones; 5.- Valuar por separado el Terreno y Construcciones; 6.- Elaborar en forma oficial correspondiente; y 7.- Aplicar los valores del suelo y construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato. En tanto que, el Tesorero Municipal en su contestación en esencia aduce que se practicó el avalúo de conformidad con lo establecido en los numerales 168, 172, 176 y 177 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que dicho avalúo se notificó por escrito, de manera fundada y motivada, con todas las formalidades que implica le realización del avalúo, así mismo la determinación y liquidación se efectuaron conforme a las bases jurídicas aplicables y los actos impugnados se encuentran apegados a derecho. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, por las siguientes razones lógicas  y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, las formalidades para la práctica del avalúos de inmuebles ubicados en los Municipios del Estado de Guanajuato, se  establecen en el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato,  el cual dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 176.- La práctica de todo avalúo deberá ser ordenada por la Tesorería Municipal por escrito en los casos que esta Ley establece y será practicada por  los peritos que se designen para este efecto. 
Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere  pertinentes.
La valuación se hará separadamente para el terreno y para las construcciones y se formulará en las formas oficiales expedidas para tales efectos, aplicado los valores unitarios del suelo y construcciones que establece anualmente la Ley de Ingresos para los  Municipios del Estado.”
Del numeral trascrito, se desprende que la práctica de avalúo del inmueble ubicado en calle Puerta Nueva número 310 de la colonia Los Ángeles de esta ciudad, debió sujetarse de manera previa a las formalidades siguientes: 1.- La existencia de una orden por escrito emitida por el Tesorero Municipal;  2.- La designación del perito que practicará el avalúo; 3.- La notificación a la contribuyente Celina Hernández González, de los resultados del avalúo y del monto del impuesto; 4.- Conceder al contribuyente un plazo de 30 días, para que formule aclaraciones; 5.- Valuar por separado el terreno y las construcciones; 6.- Elaborarse en las formas oficiales correspondientes; y, 7.- Aplicar los valores unitarios del suelo y construcciones que establece la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sin embargo, es el caso que el Tesorero Municipal no cumplió con ninguno de estos requisitos exigidos por el artículo 176 de la referida Ley de Hacienda, ya que omitió aportar elemento de prueba para acreditar que cumplió con estas formalidades, puesto que dicha autoridad fiscal no exhibió la orden de valuación escrita, a nombre de la actora; la designación del perito que practicó el avalúo impugnado; la notificación personal de los resultados del avalúo y el monto del impuesto; la concesión del plazo de 30 días para la formulación de aclaraciones; y, el documento en donde consta el avalúo del inmueble antes señalado, indicando por separado el valor del terreno y de las construcciones; elementos formales que tienen enorme relevancia jurídica en nuestro régimen de derecho, puesto que la orden de valuación constituye el acto de autoridad fundado y motivado que justifica el acceso a un domicilio particular para observar físicamente el inmueble y la designación del perito, instituye una obligación que le impone dicho numeral a la Autoridad Fiscal Municipal de dar a conocer al particular el nombre de quien practicará el avalúo del inmueble, a efecto de brindarle seguridad jurídica, por ende, la autoridad en el caso que se resuelve, incumple con lo establecido por el artículo 176 de la mencionada Ley de Hacienda, en la valuación al inmueble ubicado en Puerta Nueva número 310 de la colonia los Ángeles de esta ciudad. Por tanto, los actos combatidos se encuentran afectados de vicios de ilegalidad, por no respetarse las formalidades esenciales del Procedimiento Administrativo para la valuación de inmuebles que establece el multicitado artículo 176. . . . . . . . . . . . . . . . 
En consecuencia, el procedimiento de valuación del inmueble que nos ocupa, esta afectado de nulidad, por tal motivo los actos fiscales consecuentes como lo son el avalúo a través del cual se actualiza el valor fiscal y el requerimiento de pago del impuesto predial que se impugnan, también resultan afectados de nulidad por su origen, en virtud de que el procedimiento de valuación es de carácter principal, mientras que el avalúo y requerimiento de pago, son de carácter accesorio, por ende, no existe impedimento para declarar su nulidad, ya que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.  Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
QUINTO.- Que habiendo resultado fundado el concepto de impugnación  analizado en el considerando que antecede, es innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda, toda vez que de resultar procedente alguno de estos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Al respecto resulta ilustrativa la tesis sustentada por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima época, Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página 32, bajo el rubro siguiente: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente  para  otorgar al peticionario de  garantías la  protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. . . . . . 
Así las cosas, el avalúo y el requerimiento de pago combatidos, carecen del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al haberse expedido sin respetar las formalidades esenciales del procedimiento de valuación, violándose con ello en perjuicio de la parte actora los artículos 176 de la Ley  de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y 4º, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la ciudadana Celina Hernández González; por consiguiente, con fundamento en los artículos 300 fracción II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente declarar la nulidad lisa y llana del avalúo practicado al inmueble ubicado en Puerta Nueva número 310 de la colonia los Ángeles de esta ciudad, que arrojó un valor fiscal  de $530,907.12 (quinientos treinta mil novecientos siete pesos 12/100 moneda nacional) y del requerimiento de pago de fecha 02 dos de junio del año 2008, dos mil ocho, expedido por la Directora General de Ingresos de esta Municipalidad; en el entendido de que al volver a emitirse dichos actos, previamente respeten las formalidades  previstas en el citado artículo 176. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fraccione II y 302 fraccione II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEGUNDO.- Se DECLARA LA NULIDAD LISA y LLANA del avalúo practicado al inmueble ubicado en calle Puerta Nueva número 310 de la colonia Los Ángeles de esta ciudad, que arrojó un valor fiscal de $530,907.12 (quinientos treinta mil novecientos siete pesos 12/100 moneda nacional) y del requerimiento de pago de fecha 02 dos de junio del año 2008, dos mil ocho, expedido por la Directora General de Ingresos de esta Municipalidad; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

